
 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
EN EL TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE ARECIBO, GUAYAMA 
Panel XII 

   
 

GRUPO DE 
EMPLEADOS DE 

GASPARD AND INC. Y 
OTROS 

Recurridos 
 
 

V. 
 

GASPARD AND SON  S, 
INC. Y OTROS 
Peticionarios 

 
 
 
 
 
 

KLCE201601561 
 

CERTIORARI 
Procedente del Tribunal 
de Primera Instancia, 
Sala Superior de 
Guayama  
 
Caso Núm: 
G PE2015-0082 
 
  

 
Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, la Jueza 
Vicenty Nazario y el Juez Rivera Torres. 
 
 

   

Vicenty Nazario, Jueza Ponente 
 
 

 
R E S O LU C I Ó N  

 
 

En San Juan, Puerto Rico a  31 de agosto de 2016 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones, Gaspard & Sons, 

Inc. (Gaspard & Sons, peticionaria), mediante recurso de certiorari. Nos 

solicitan que revisemos y revoquemos una  Resolución emitida el 4 de 

agosto de 2016 por la Sala Superior de Guayama del Tribunal de 

Primera Instancia (TPI, foro primario o instancia). Mediante el aludido 

dictamen el TPI se pronunció “no ha lugar en esta etapa de los 

procedimientos” a una solicitud de desestimación parcial presentada por 

la peticionaria.  

Por los fundamentos que expresamos a continuación denegamos 

la expedición del recurso presentado. 

I. 

De las alegaciones de la peticionaria y del apéndice del recurso 

presentado surge que el presente caso inició el 26 de junio de 2015, 

mediante la presentación de una querella sobre despido injustificado 
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bajo la Ley 80  de 30 de mayo de 1976 (Ley 80)1 y discrimen por edad 

en el empleo bajo la Ley 100 de 30 de junio de 1959 (Ley 100)2, 

presentada por un grupo de empleados (recurridos).3 Dicha querella se 

presentó mediante la Ley 2 de 17 de octubre de 1961, conocida como la 

Ley de Procedimiento Sumario de Reclamaciones Laborales, según 

enmendada, 32 LPRA 3118. 

Conforme surge del expediente ante nuestra consideración, la 

peticionaria presentó su contestación a la querella negando el despido 

injustificado y el discrimen alegado.4 Alegó de forma afirmativa que el 

despido de los recurridos fue motivado por el cierre de las operaciones 

de la parte peticionaria. El foro primario el 2 de febrero de 2016 celebró 

vista inicial en la que dispuso sobre el descubrimiento de prueba en 

curso, y señaló para el 25 de abril de 2016 una vista argumentativa 

sobre moción de desestimación parcial presentada por la peticionaria.5  

Gaspard & Sons en la Moción de Desestimación Parcial alegó que 

procede la desestimación, ya que la querella no establecía un discrimen 

por edad que justifique un remedio, además de estar prescrita.6  Indicó 

que la querella presentada el 26 de junio de 2015 no alegó la fecha 

específica en que los recurridos fueron despedidos, sino que solo 

alegaron que la peticionaria notificó el cierre de sus operaciones para el 

28 de junio de 2013. Dichas notificaciones fueron realizadas los días 9 y 

10 de abril de 2013, por lo que siendo el término de prescripción de un 

año desde la notificación oficial de la decisión de despido y no a partir 

de su efectividad, la causa  de acción bajo la Ley 100 estaba prescrita. 

Los recurridos presentaron Moción en Oposición a Desestimación 

Parcial, en donde alegó que aunque la peticionaria notificó el cierre de 

operaciones para el 28 de junio de 2013, la planta de Cayey continuó 

                                                 
1
 29 LPRA secs. 185 et seq. 

2
 29 LPRA secs. 155  

3
 Surge de la  Querella presentada que la parte recurrida está compuesta por 31 

empleados, sus respectivos cónyuges y las respectivas sociedades legales de 
gananciales.  Apéndice Recurso, págs. 1-10 
4
 Apéndice Recurso, págs. 11-20 

5
 Este foro intermedio solicitó al TPI,  copia de las minutas de las vistas celebradas el 2 

de febrero de 2016, 25 de abril de 2016, 18 de mayo de 2016 y 4 de agosto de 2016.  
6
 Apéndice Recurso, págs. 111-126 
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operando posterior a dicha fecha. Arguyó que la planta de Cayey era la 

de mayor antigüedad por lo que sus empleados eran de mayor edad y 

antigüedad que los empleados de la planta de Mayagüez. La parte 

peticionaria presentó Réplica a Oposición a Moción de Desestimación 

Parcial  en donde reiteró su posición de que la causa de acción bajo la 

Ley 100 estaba prescrita.7 Los recurridos, por su parte, presentaron 

Moción Suplementaria en Oposición a Desestimación Parcial.8 En 

esencia, alegó que la notificación del despido no tuvo efecto en cuanto 

al despido, ya que la planta de Cayey continuó operando parcialmente 

posterior al 28 de junio de 2013, creando una expectativa de continuidad 

entre los empleados.  Por ello el término prescriptivo debe comenzar a 

decursar desde el 28 de junio, fecha cierta del despido.  La peticionaria 

presentó Oposición a Moción Suplementaria, indicando que la decisión 

de Gaspard & Sons de despedirlos de empleo fue de fecha del 9 y 10 de 

abril de 2013, por lo que tenían hasta el 10 y 11 de abril de 2014 para 

ejercitar su casusa de acción bajo la ley 100.9 Aceptan haber recibido 

una reclamación extrajudicial de los recurridos el 27 de junio de 2014, lo 

cual no interrumpió el término prescriptivo por haberse realizado 

estando la causa de acción ya prescrita. 

Celebrada la vista argumentativa sobre la moción de 

desestimación, el 4 de agosto de 2016, la peticionaria indicó que los 

párrafos 37 al 42 de la querella no son suficientes para una causa de 

acción por discrimen por edad.10 Los recurridos por su parte indican que 

no hay una carta de despido y que no hubo tal cierre.11  La carta titulada 

Notificación de terminación de Empleo, en su parte pertinente expresa: 

[….] 

Estimamos que las operaciones en Gaspar de cesarán en o 

alrededor del 28 de junio de 2013. Como resultado de lo anterior, 

estamos procediendo a cesantear la fuerza trabajadora en la planta. 

Lamentamos informarle que será uno(a) de los(las) 

afectados(as) a consecuencia del cierre de la planta. Al presente 

estimamos que su último día de empleo será el 28 de junio de 2013. 

                                                 
7
 Apéndice Recurso, págs. 136-142 

8
 Apéndice Recurso, págs. 143-145 

9
 Apéndice Recurso, págs. 146-153 

10
 Apéndice Recurso, págs. 5-6 

11
 Minuta de vista de 4 de agosto de 2016 
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Este será su último día (sic) empleo de (sic) activo con la Compañía. 

Aclaramos sin embargo, que el término aquí informado no constituye 

una promesa de empleo hasta dicha fecha, ya que la misma puede 

variar de acuerdo a las necesidades del negocio. No obstante, 

cualquier cambio a su fecha de terminación le será notificado 

prontamente y por escrito. Ante las circunstancias arriba descritas no 

existirá el derecho a desplazamiento (Abumping rights@) de 

empleados. Los empleados de esta planta no están representados 

por unión alguna. 

[….]12 

 

El foro primario se pronunció “no ha lugar” a la solicitud de 

desestimación parcial presentada por la parte peticionaria el 4 de agosto 

de 2016 notificada el día 8 del mismo mes y año.13 Textualmente la 

resolución del foro primario dispuso: 

“No Ha Lugar en esta etapa de los 
procedimientos Moción de desestimación parcial 
presentada por la parte demandada. 

Se señala Vista de estado de los procedimientos 
para el 1 de noviembre de 2016 a las 9:00 de la mañana en 
el Salón de Sesiones 302” (énfasis suplido) 

 
 

Inconforme con esta determinación, Gaspard & Sons acudió ante 

nosotros mediante un auto de certiorari en el que alegaron que como 

cuestión de derecho,  incidió el foro primario al declarar “no ha lugar” la 

solicitud de desestimación parcial.  Por los fundamentos que detallamos 

a continuación, se deniega la expedición del auto solicitado, según 

adelantamos. 

II. 

A. Auto de Certiorari 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, vigente a partir del 1ro de 

julio de 2010, limitó la autoridad de este Tribunal para revisar las órdenes 

y resoluciones dictadas por los tribunales de instancia por medio del 

recurso discrecional de certiorari. Pertinente al caso que nos ocupa, el 

recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, podrá ser expedido por el 

Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una denegatoria de una 

moción de carácter dispositivo. 32 LPRA Ap. V, R. 52.1.  

                                                 
12

 Apéndice Recurso, págs. 21-110 
13

 Apéndice Recurso, págs. 154-156 
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 Sin embargo, aun cuando un asunto esté comprendido dentro de 

las materias que podemos revisar de conformidad con la Regla 52.1, 

supra, para poder ejercer debidamente nuestra facultad revisora sobre un 

caso, es menester evaluar si a la luz de los criterios enumerados en la 

Regla 40 de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, se justifica 

nuestra intervención, pues distinto al recurso de apelación, este Tribunal 

posee discreción para expedir el auto el certiorari. Feliberty v. Soc. de 

Gananciales, 147 DPR 834, 837 (1999). Por supuesto, esta discreción no 

opera en el vacío y en ausencia de parámetros para regir nuestra 

discreción. IG Builders Corp. et al. v. 577 Headquarters Corp., 185 DPR 

307 (2012); Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580 

(2011).  A estos efectos, la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, 

enumera los criterios que debemos considerar al momento de determinar 

si procede que expidamos el auto discrecional certiorari. IG Builders Corp. 

et al. v. 577 Headquarters Corp., supra.14 Los criterios nos sirven de guía 

para poder, de manera sabia y prudente, tomar la determinación de si 

procede o no intervenir en el caso en la etapa del procedimiento en que 

se encuentra el caso. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 

97 (2008).   

B. Moción de Desestimación 

       La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, (32 LPRA Ap. V R. 10.2), 

dispone, que todas las defensas, sean de hecho o de derecho, contra una 

reclamación se deben exponer en la alegación responsiva. A modo de 

excepción, a opción de la parte que alega, se podrán presentar las 

siguientes defensas en una moción aparte y debidamente fundamentada: 

                                                 
14

 El tribunal tomará en consideración los siguientes criterios al determinar la expedición 
de un auto de certiorari o de una orden de mostrar causa:    (A)  Si el remedio y la 
disposición de la decisión recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho.    (B)  Si la situación de hechos planteada es la más indicada para el análisis 
del problema.    (C)  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y manifiesto en la 
apreciación de la prueba por el Tribunal de Primera Instancia.   (D)  Si el asunto 
planteado exige consideración más detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.    (E)  Si la etapa del 
procedimiento en que se presenta el caso es la más propicia para su 
consideración.    (F)  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no causan 
un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación indeseable en la solución final del 
litigio.   (G)  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar   causa evita un fracaso 
de la justicia. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40    
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(1) falta de jurisdicción; (2) falta de jurisdicción sobre la persona; (3) 

insuficiencia de emplazamiento; (4) insuficiencia del diligenciamiento del 

emplazamiento; (5) dejar de exponer una reclamación que justifique la 

concesión de un remedio; (6) dejar de acumular una parte indispensable. 

      En aquellas ocasiones en las cuales se presenta una solicitud de 

desestimación por dejar de exponer una reclamación que justifique la 

concesión de un remedio, el tribunal tiene que aceptar como ciertas todas 

las alegaciones contenidas en la demanda y considerarlas en la forma 

más favorable a la parte demandante. Sólo se podrán entender como 

ciertos aquellos hechos que fueran correctamente alegados sin 

considerar las alegaciones con contenido hipotético. Gómez v. E.L.A., 163 

DPR 800, 814-815 (2005), Sánchez v. Aut. De Los Puertos, 153 DPR 559 

(2001); Pressure Vessels P.R. v. Empire Gas P.R., 137 DPR 497 (1994); 

Ramos v. Orientalist Rattan Furnt., Inc., 130 DPR 712 (1992). Al 

desestimar una demanda bajo la mencionada defensa, el Tribunal deberá 

centrarse en los méritos de la controversia con el fin de evaluar si la 

desestimación procede. Por tanto, el foro adjudicador está obligado a dar 

por ciertas y buenas todas las alegaciones fácticas de la demanda 

presentada. García v. E.L.A., 163 DPR 800 (2005); Sucn. Rafael 

Concepción v. Bco. de Ojos, 153 DPR 488 (2001); Harguindey Ferrer v. 

U.I., 148 DPR 13 (1999); Ramos v. Marrero, 116 DPR 357, 369 (1985). 

          Para que el promovente de la moción de desestimación pueda 

prevalecer tendrá que demostrar, que aun dando por ciertas las 

alegaciones de la demanda presentada, la misma no expone reclamación 

que justifique la concesión del remedio solicitado.  Esta doctrina se aplica 

solamente a los hechos bien alegados y expresados de manera clara y 

concluyente, los cuales no proporcionen margen a dudas. Colón v. 

Lotería, 167 DPR 625 (2006); Ramos v. Orientalist Rattan Furnt. Inc., 

supra, págs. 728-729; Unisys v. Ramallo Brothers, 128 DPR 842 (1991); 

Romero Arroyo v. E.L.A., 127 DPR 724 (1991); First Fed. Savs. v. Asoc. 

de Condómines, 114 DPR 426,  431-432 (1983). Por lo tanto, solamente 
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se darán como ciertos los hechos correctamente alegados, sin considerar 

las conclusiones de derecho o las alegaciones redactadas de forma tal 

que su contenido resulte hipotético. Cuevas Segarra, José. Práctica 

Procesal Puertorriqueña, Procedimiento Civil. San Juan, Pubs. JTS, T. I, 

Cap. III. Pág. 272 (2000). 

          De igual modo, la demanda frente a una moción de desestimación 

se debe interpretar lo más liberal posible a favor de la parte demandante, 

y sus alegaciones se examinarán de la manera más favorable a ésta.  

Pressure Vessels P.R. v. Empire Gas P.R., supra. La demanda no deberá 

desestimarse, a menos que se demuestre que el demandante no tiene 

derecho a remedio alguno, bajo cualquiera de los hechos que pueda 

probar. Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., 174 DPR 409 (2008); 

Reyes v. Sucn. Sánchez Soto, 98 DPR 305, pág. 309 (1970). Tampoco 

procede la desestimación, si la demanda es susceptible de ser 

enmendada.  Colón v. Lotería, supra; Clemente v. Depto. de la Vivienda, 

114 DPR 763 (1983). El Tribunal debe considerar si a la luz de la 

situación más favorable al demandante y resolviendo toda duda a favor 

de éste, la demanda es suficiente para constituir una reclamación válida.  

Pressure Vessels P.R. v. Empire Gas P.R., supra; Unisys v. Ramallo 

Brothers, supra; Romero Arroyo v. E.L.A., supra; González Camacho v. 

Santos Cruz, 124 DPR 396 (1989). En síntesis, no procede la 

desestimación a menos que se desprenda con toda certeza que el 

demandante no tiene derecho a remedio alguno bajo cualquier estado de 

hechos que puedan ser probados en apoyo a su reclamación. El DIA, Inc., 

v. Mun. De Guaynabo y otros, 187 DPR 811, 821 (2013). 

C. Ley de Procedimiento Sumario Laboral 

 La Ley Núm. 2, supra, instituye un procedimiento sumario de 

adjudicación de pleitos laborales dirigidos a la rápida consideración y 

adjudicación de aquellas reclamaciones de empleados contra sus 

patronos relativos a salarios, beneficios y derechos laborales. 32 LPRA 

sec. 3118 y siguientes. Es por ello que ciertas disposiciones estatuidas en 
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la aludida ley son más favorables al obrero que al patrono. Rivera v. 

Insular Wire Products Corp., 140 DPR 912, 922 (1996)15. De ahí que se le 

imponga una carga procesal más onerosa a la parte con mayores medios 

económicos, el patrono, sin privarle de poder defender sus derechos, 

supra, pág. 924. De esta forma, el legislador implantó la política pública 

estatal de proteger a los empleados y desalentar los despidos sin justa 

causa. A fin de lograr la consecución de dichos propósitos, la Ley 

establece: (1) términos cortos para presentar la contestación de la 

querella o demanda; (2) criterios para conceder una sola prórroga para la 

contestación de la querella o demanda; (3) un mecanismo para diligenciar 

el emplazamiento del patrono; (4) el proceso para presentar defensas y 

objeciones; (5) límites a la utilización de los mecanismos de 

descubrimiento de prueba; (6) la aplicabilidad limitada de las Reglas de 

Procedimiento Civil en todo aquello que no esté en conflicto con el 

procedimiento sumario; (7) que ninguna de las partes pueda someter más 

de un interrogatorio o deposición, ni tomar una deposición a la otra parte 

después de haber sometido un interrogatorio ni viceversa, excepto 

cuando concurran circunstancias excepcionales; y (8) la obligación de los 

tribunales de emitir sentencia en rebeldía cuando el patrono incumple con 

el término para contestar la querella o demanda. 32 LPRA sec. 3120. 

Véase además, Vizcarrondo v. MVM, Inc. et al., 174 DPR 921 (2008).    

En nuestro ordenamiento se ha reconocido que la naturaleza 

sumaria de este procedimiento responde a la política pública de 

“abreviar el procedimiento de forma que sea lo menos oneroso posible 

para el obrero”. Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, Inc., 147 DPR 483, 

492 (1999). Por ello, sólo se ha permitido que este Tribunal revise 

resoluciones interlocutorias provenientes de un procedimiento sumario 

al amparo de la referida ley cuando dicha resolución sea dictada sin 

jurisdicción, de forma ultra vires, o en casos extremos en los cuales los 

fines de la justicia requieran la intervención de este Tribunal, supra, pág. 

                                                 
15

 Citando a Landrum Mills Corp. v. Tribunal Superior, 92 DPR 689, 691-692 (1965).  
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498. Nuestro Tribunal Supremo ha sido enfático respecto a este punto 

en diversas ocasiones. Véanse además, Alfonso Brú v. Trane Export, 

Inc., 155 DPR 158, 171 (2001); Aguayo Pomales v. R & G Mortg., 169 

DPR 36, 45-46 (2006). La razón de ser de esta norma general de 

abstención es evitar dilaciones que normalmente las revisiones de 

determinaciones interlocutorias conllevan, lo que precisamente 

derrotaría el fin perseguido por el procedimiento sumario. Dávila, Rivera 

v. Antilles Shipping, Inc., supra, pág. 498.  

D. Manejo  de Sala   

Los tribunales de instancia gozan de amplia discreción para pautar 

y conducir la tramitación de los procedimientos ante su consideración.  

In re Collazo I, 159 DPR 141, 150 (2003); Vives Vázquez v. E.L.A., 142 

DPR 117, 141-142 (1996); Molina Avilés v. Supermercado Amigo, Inc., 

119 DPR 330, 337 (1987).  El funcionamiento efectivo de nuestro 

sistema judicial y la más rápida disposición de los asuntos litigiosos 

requieren que nuestros jueces de instancia tengan gran flexibilidad y 

discreción para trabajar con el diario manejo y tramitación de los 

asuntos judiciales.  In re Collazo I, supra; Pueblo v. Vega, Jiménez, 121 

DPR 282, 287 (1988).     

Lo anterior presupone que los jueces de instancia tengan poder y 

autoridad suficiente para conducir los asuntos litigiosos ante su 

consideración y para aplicar correctivos apropiados, según indique su 

buen juicio, discernimiento y su sana discreción.  Id.    

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha establecido que, como 

regla general, este Tribunal de Apelaciones no intervendrá en el manejo 

del caso ante la consideración del TPI. Ello así, salvo que hubiera 

prejuicio, parcialidad, craso abuso de discreción o error en la aplicación 

de una norma procesal o de derecho sustantivo y que nuestra 

intervención en esa etapa evitará un prejuicio sustancial. Rivera y otros 

v. Banco Popular, 152 DPR 140 (2000); Lluch v España Service Sta., 

117 DPR 729 (1986).      
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En ese mismo tenor, se ha resuelto que “los tribunales apelativos 

no debemos, con relación a determinaciones interlocutorias 

discrecionales procesales, sustituir nuestro criterio por el ejercicio de 

discreción del tribunal de instancia, salvo cuando dicho foro haya 

incurrido en arbitrariedad o craso abuso de discreción.” Meléndez v. 

Caribbean Intl. News, 151 DPR 649 (2000).   

El principio general aludido reconoce que los tribunales de 

instancia son quienes están en mejor posición para determinar cuál 

debe ser el mejor manejo del caso ante su consideración. Como 

corolario de lo anterior, los foros apelativos no deben intervenir con las 

determinaciones de los tribunales sentenciadores que estén 

enmarcadas en el ejercicio de la discreción que se las ha concedido 

para encaminar procesalmente los asuntos que tienen pendientes. En 

situaciones excepcionales, claro está, tales actuaciones serán objeto de 

revisión si son arbitrarias, constitutivas de un craso abuso de discreción, 

o basadas en una determinación errónea que a su vez haya causado un 

grave perjuicio a una de los partes. Rebollo López v. Gil Bonar, 148 

DPR 673 (1999).   

Debemos tener presente que los jueces de instancia están 

facultados de flexibilidad para lidiar con la tramitación de los asuntos 

judiciales. E.L.A. v. Asoc. de Auditores, 147 DPR 669 (1999). Si su 

actuación se funda en una base razonable que no resulta perjudicial a 

los derechos sustanciales de una parte, debe prevalecer su criterio. 

Sierra v. Tribunal Superior, 81 DPR 554 (1959).   

III. 

Aun cuando el presente caso trata sobre una moción de carácter 

dispositivo, que es un asunto que tenemos la potestad de revisar al 

amparo de la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, luego de revisar 

las alegaciones de la peticionaria y los anejos de su recurso, no 

hallamos razón que justifique el intervenir con la decisión del foro 

recurrido.  No está presente alguno de los criterios de la Regla 40 de 
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nuestro Reglamento, supra, que mueva nuestra discreción para 

intervenir con el dictamen recurrido.  La parte peticionaria no ha 

demostrado que el Tribunal de Primera Instancia haya actuado con 

prejuicio, parcialidad, craso abuso de discreción o error en la aplicación 

de una norma procesal o de derecho sustantivo y que nuestra 

intervención en esa etapa evitará un perjuicio sustancial.  Aún más, el 

foro primario claramente consideró la etapa de los procedimientos para 

denegar  la Moción de desestimación parcial, ya que así lo dispuso 

expresamente.16 Los tribunales de instancia son quienes están en mejor 

posición para determinar cuál debe ser el mejor manejo del caso ante su 

consideración y más aún cuando estamos ante una reclamación laboral 

bajo la Ley de Procedimientos Sumario supra, cuyo propósito primordial 

es que el proceso sea uno rápido y sin dilaciones.  

Ante ello, denegamos expedir el auto de certiorari solicitado.  

Notifíquese inmediatamente. 

 Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

  

 

                                           Dimarie Alicea Lozada   
                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones            
 

 
 
 

                                                 
16

 De las minutas surgen que las partes están realizando descubrimiento de prueba  y en 

particular en la vista argumentativa del 4 de agosto, ambas partes anunciaron al TPI que 
estaban dispuestas a presentar un proyecto de sentencia para que el tribunal evaluara el 
mismo. 


